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I.  Introducción 

Comenzaremos por introducir al lector en el análisis de la sentencia de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, caratulada “Varela, José Gilberto c/ Disco S.A. s/ 

amparo sindical”, de fecha 4 de septiembre de 2018. En la citada jurisprudencia un 

empleador despidió de forma discriminatoria a un trabajador por motivos sindicales. En 

consecuencia, el trabajador demandó a la empresa Disco S.A., para la cual prestó servicios 

durante diez años, persiguiendo de este modo, la declaración de nulidad de su despido 

con sustento en normas constitucionales, laborales y en la ley 23.551. 

En la nombrada sentencia se vulneró derechos fundamentales en el mundo del 

trabajo, como los son; el despido que obedecen a causa de discriminación, la desigualdad 

ante la ley, la violación a la libertad sindical y el derecho a trabajar, entre otros derechos 

fundamentales. En consecuencia, la Corte Suprema de Justicia de la Nación garantizó los 

derechos fundamentales que gozan de protección constitucional. 

Del análisis del fallo surge un problema jurídico de relevancia, donde la Corte de 

Justicia de la provincia de Catamarca confirmó la sentencia de la Cámara de Apelaciones 

que había rechazado la demanda de nulidad del despido discriminatorio y reinserción al 

puesto de trabajo del actor, entendiendo que la ley 23.592 antidiscriminatoria era 

inaplicable, ya que no se habían probados los presupuestos de hecho que ésta requiere, 

expresando que la calidad de asociado del actor era insuficiente para reclamar la tutela 

sindical establecida en la ley 23.551. Contra dicha decisión el actor interpuso recurso 

extraordinario federal, el cual fue denegado motivando la presentación de queja. El actor 
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alegó que la sentencia del tribunal provincial fue arbitraria y que se apartó de las 

constancias probatorias, resolviendo de forma contraria y en prescindencia a lo dispuesto 

en las leyes 23.551 y 23.592. En este sentido Zorrilla (2010) sostiene que los problemas 

de relevancia se presentan en un fallo cuando en el mismo no podemos determinar cuál 

es la norma aplicable al caso, no por desconocer el derecho, sino por ciertos problemas 

imputables a nuestro sistema jurídico. Es decir, que no se desconoce la norma, la 

encontramos presente en la controversia, pero no sabemos cuál de ellas es la que debe 

aplicarse para resolver el caso. 

La relevancia de nuestro análisis consiste en la importancia de resaltar la 

problemática, donde los magistrados de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

determinaron la correcta aplicación de la norma aplicable al caso, fundando su sentencia 

con una mirada imparcial, sin perder de vista el derecho a la igualdad de las partes, 

garantizando lo establecido en la Constitución Nacional y en los tratados de derechos 

humanos que gozan de jerarquía constitucional. 

Para introducir a los lectores en la presente nota a fallo, a continuación, 

explicaremos los puntos que componen la misma, comenzando con la reconstrucción de 

la premisa fáctica, junto con su historia procesal hasta arribar a la descripción del tribunal, 

seguidamente concluiremos con el análisis de la ratio decidendi de la sentencia, hasta 

arribar a descripción del análisis conceptual, antecedentes doctrinarios y 

jurisprudenciales, continuando con la postura del autor hasta desembocar en la conclusión 

final. 

 

II. Reconstrucción de la premisa fáctica, historia procesal y descripción de la 

decisión del Tribunal 

Del fallo bajo análisis surge que el actor Varela José Gilberto prestaba servicios 

para la empresa Disco S.A. con más de diez años de antigüedad y por realizar actividades 

sindicales fue despedido por la empresa. Ante dicha circunstancia, el actor interpuso 

demanda contra la empresa, persiguiendo la declaración de nulidad de su despido con 

sustento en normativas constitucionales y en la ley 23.551 de asociación sindical. El 

accionante afirmó que había reclamado a la patronal en reiteradas oportunidades e instado 

a sus compañeros para que se organizaran y propusieran la designación de delegados 

obreros. Relató que había pedido apoyo al gremio pero que no había obtenido ayuda del 

mismo, pero había logrado el consenso de la mayoría de sus compañeros. Asimismo, 

también presentó notas ante el Ministerio de Trabajo de la Nación, ante la Dirección de 
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Inspección y ante el propio gremio para que se exigiera a la patronal la elección de 

delegados. 

El juez de primera instancia declaró en rebeldía al demandado y entendió que ello 

implicó un reconocimiento tácito de los extremos mencionados en el escrito de inicio. 

Como también, considero demostrada la afiliación del actor a la entidad sindical. 

Admitiendo las pretensiones del actor con fundamento en el artículo 47 de la ley 23.551, 

en clausulas constitucionales que consagran el principio de no discriminación, el derecho 

a la igualdad y los Convenios de 87 y 98 de la OIT. Apelada la sentencia por la 

demandada, la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, de Minas y de Trabajo 

desestimó los agravios de la empresa relacionados a la declaración de rebeldía y consideró 

que dicha declaración daba por reconocidos los hechos expuestos en la demanda. 

La Corte de Justicia de la Provincia de Catamarca confirmó la decisión del a quo. 

Para así resolver, sostuvo que la interpretación de la ley 23.551 efectuada por la Cámara 

era una de las posibles. Contra dicha decisión el actor interpuso recurso extraordinario 

cuya denegación dio lugar a la presenta queja. Por ello, la Corte Suprema de Justicia de 

la Nación resolvió que se haga lugar a la queja, declarar formalmente admisible el recurso 

extraordinario y revocar la sentencia apelada. 

 

III. Ratio decidendi 

Los argumentos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación llevado a cabo por 

el voto mayoritario compuesto por los Doctores; Carlos Rosenkrantz, Elena Highton de 

Nolasco, Juan Carlos Maqueda y Ricardo Luis Lorenzetti, quienes sostuvieron lo 

siguiente: Que atento al rechazo por el a quo del recurso extraordinario federal la Corte 

Suprema consideró que los incumplimientos señalados por el mismo respecto a 

determinados recaudos previsto en la acordada 4/200 carecen de entidad en el caso para 

tenerlo en cuenta como un obstáculo para la procedencia formal del recurso. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación sostuvo que, al haberse formulado 

agravios con base en la existencia de una cuestión federal, así como también en la doctrina 

de la arbitrariedad de la sentencia, corresponde atender a estos últimos, ya que, de existir 

tal vicio, no habría sentencia propiamente dicha. En consecuencia, la apelación resulta 

procedente. Asimismo, sostuvo que, si bien es cierto que las cuestiones de hecho y de 

prueba son ajenas como regla a la vía del artículo 14 de la ley 48, corresponde hacer 

excepción a dicho principio cuando, como en el caso, el fallo recurrido omitió valorar 

prueba decisiva. 
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La Corte Suprema de Justicia ha señalado cuál es el estándar de prueba aplicable 

cuando se discute la existencia de medidas discriminatorias en el marco de una relación 

laboral dada la notoria dificultad, de considerar fehacientemente acreditada la 

discriminación (“Pellicori”, Fallos: 334:1387, “Sisnero”, Fallos: 337:611). Prosiguiendo 

con sus argumentos la Corte Suprema expresó en su considerando que el estándar 

probatorio fijado por el Tribunal es aplicable en la presente causa, en la que se discute si 

ha existido un despido motivado por razones sindicales en los términos de la ley 23.551 

o fundando en una opinión gremial en los términos de la ley 23.592. 

Como surge del estándar del caso “Pellicori”, quien alega la existencia de un 

motivo discriminatorio debe mostrar prima facie o verosímilmente que estaba llevando a 

cabo una actividad protegida por las normas que invoca. No cualquier actividad u opinión 

en el ámbito laboral es de carácter sindical o gremial. De este modo, quien invoca un 

despido discriminatorio en los términos de la ley 23.551 debe demostrar verosímilmente 

que realizaba una actividad sindical específicamente protegido en dicha ley. Una vez 

demostrado verosímilmente por parte del trabajador los extremos mencionados, el 

empleador puede todavía probar que el despido no fue discriminatorio. 

La Corte expresó que en el caso de autos el a quo, al confirmar el fallo del tribunal 

de alzada, ignoró el estándar probatorio descripto. Omitió valorar prueba que, a la luz de 

los tres aspectos de dicho estándar señalados en el considerando precedente, resultaba 

decisiva para una adecuada solución del pleito. El tribunal provincial no consideró 

elementos que dan cuenta de la verosimilitud de la afirmación del actor acerca de que su 

desvinculación obedeció a su actividad sindical. El a quo tampoco emitió un juicio 

fundado acerca de la prueba de testigos para considerar acreditado que los compañeros 

de trabajo apoyaron los reclamos de tipo gremial promovidos por demandante. La 

omisión de estos elementos muestra que no está justificada adecuadamente la postura de 

la alzada según la cual el actor no acreditó su actividad sindical, que sus compañeros no 

lo acompañaron o que la empresa no conocía dicha actividad. 

El tribunal a quo omitió ponderar que la empresa no contestó la demanda y que 

no produjo prueba y tampoco consideró la postura de las sentencias de primera y segunda 

instancia, según la cual la falta de contestación por parte de la empresa la perjudicaba. En 

tales condiciones corresponde descalificar el fallo recurrido como acto judicial válido. 

Por ello se hace lugar a la queja, se declara formalmente admisible el recurso 

extraordinario y se revoca la sentencia. 
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Los argumentos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación llevado a cabo por 

el voto de la minaría compuesto por el Doctor Horacio Rosatti votando en disidencia 

parcial sostuvo: Que la ley 23.592 establece que “quien arbitrariamente impida, obstruya, 

restrinja o de algún modo menoscabe el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los 

derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional, será 

obligado, a pedido del damnificado, a dejar sin efecto el acto discriminatorio o cesar en 

su relación o cesar en su realización y a reparar el daño moral y material ocasionados. A 

los efectos del presente artículo se considerarán los actos u omisiones discriminatorios 

determinados por motivos tales como opinión política o gremial.” Art. 1 de la citada ley. 

En este sentido, el artículo 52 de la ley 23.551 dio al afectado la facultad de elegir entre 

una acción dirigida a lograr la restitutio in integrum, es decir, dejar sin efecto el acto 

discriminatorio o una indemnización agravada. 

Nada obsta, a que el juzgado, ante el dilema de normas especiales aplicables al 

caso y el reclamo del damnificado basado en la ley 23.592 respete la opción formulada 

por este. Cuando resulte evidente, si el caso no configura ninguno de los supuestos 

especiales para los que el legislador previó una reparación indemnizatoria la ley aplicable 

será la ley antidiscriminatoria. 

En tales condiciones corresponde revocar la sentencia impugnada en cuanto 

concierne a la interpretación de la ley 23.592, a fin de que sea dictada una nueva de 

acuerdo con la exegesis enunciada en la presente y en el contexto de los instrumentos y 

antecedentes de los que se ha hecho mérito. 

 

IV. Análisis del autor 

Los derechos del trabajador encuentran protección jurídica en nuestra 

Constitución Nacional, en el artículo 14 que establece el derecho de trabajar y ejercer toda 

industria lícita y el artículo 14 bis del mismo cuerpo normativo que establece que el 

trabajador, en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, dichas normas 

otorgan tutela jurídica al trabajador, como también el artículo 33 de nuestra carta magna 

que consagra los derechos implícitos, otorgándole analógicamente el reconocimiento de 

los derechos establecidos en diversas normativas nacionales y provinciales, como ser; la 

Ley de Contrato del Trabajo 20.744 (en adelante LCT), los convenios colectivos de 

trabajos, entre otros. 
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IV. a. Descripción del Análisis conceptual, antecedentes doctrinarios y 

jurisprudenciales 

Cabe resaltar, lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, al dictar 

el fallo bajo análisis, ratificó el rumbo del mismo, con el precedente “Álvarez, 

Maximiliano y otros c. Cencosud”, de fecha 7 de diciembre de 2019, como también en 

los casos “Pellicori c. CPACF s/ despido discriminatorio”, de fecha 15 de noviembre de 

2011 y “Sisnero c/ Taldelva SRL y otros s/ amparo” de fecha 20 de mayo de 2014. En 

este sentido el Alto Tribunal resuelve el problema de relevancia que se le presenta 

entendiendo que resulta de aplicación el principio jurídico emanado de la Ley 23.592, 

(Ley antidiscriminación), en consonancia con la Constitución Nacional y los tratados 

internacionales con jerarquía constitucional. Karpiuk (2011), considera que hay 

discriminación cuando existe un trato diferenciado del empleador hacia el trabajador o 

trabajadores, que no responde a razones objetivas y que lo coloca en inferioridad de 

condiciones respecto del grupo. Ahí es donde se produce un perjuicio real o potencial, de 

orden material o moral, durante todas las etapas de la relación laboral. 

Asimismo, destacamos lo expresado por Cataldo (2011), quien entiende que son 

derechos laborales fundamentales aquellos que han sido reconocidos como derechos 

humanos en la Constitución política de un país, como ocurre en el nuestro. Rodríguez 

Mancini (2007), clasifica estos derechos fundamentales en específicos, inespecíficos 

laboralizados e inespecíficos no laboralizados. Serán específicos aquellos derechos 

fundamentales que se explican y tiene su razón de ser en el carácter de trabajador de la 

persona. Por ejemplo, al hablar de igual remuneración por igual tarea. Por su parte, son 

inespecíficos laboralizados aquellos derechos fundamentales que si bien aplicables a 

todas las personas, también tienen su aplicación en el ámbito del trabajo. Por ejemplo, el 

derecho de no discriminación. 

El art. 14 bis de nuestra carta Magna viene a reforzar la aludida protección 

constitucional laboral inespecífica, prescribiendo expresamente que el trabajo en sus 

diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador, 

entre otros derechos, condiciones dignas y equitativas de labor. 

En igual sentido, Rubio (2009), expresa que el trabajador tiene la carga de aportar 

un indicio razonable de que el acto empresarial lesiona su derecho fundamental, principio 

de prueba dirigido a poner de manifiesto, en su caso, el motivo oculto de aquél. Una vez 

configurado el cuadro indiciario precitado, recae sobre el empleador la carga de acreditar 

que su actuación tiene causas reales absolutamente extrañas a la invocada vulneración del 
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derecho fundamental. Se trata de una auténtica carga probatoria y no de un mero intento 

de negar la vulneración de derechos fundamentales, que debe llevar a la convicción del 

Tribunal de que tales causas han sido las únicas que han motivado la decisión patronal. 

Fernández Madrid (2007), puntualiza que lo importante del despido 

discriminatorio en el régimen de la ley 23.592 y en los Tratados Internacionales 

constitucionalizados es que la discriminación debe cesar y la única forma de lograrlo es 

la de reponer al trabajador en su puesto de trabajo.  Entiende que el régimen general que 

rige en materia de despido y que posibilita el despido sin causa con pago de una 

indemnización, cede frente a las normas de rengo superior. Tal es el caso de la ley 23.592, 

que tutela la dignidad del hombre y que, por ende, sanciona las conductas discriminatorias 

y tiende a privar de efectos al acto violatorio de dichas normas fundamentales. 

Es de destacar, que la CSJN, en la causa recurso de hecho, Álvarez Maximiliano 

y Otros c/ Cencosud S.A. s/ amparo, ratifica que la ley Nº 23.592 antidiscriminatoria es 

aplicable a la relación de trabajo privada, más específicamente al distracto producido 

como en el caso de autos. El principio de igualdad y prohibición de toda discriminación, 

presente en la Constitución Nacional (art. 16) no ha hecho más que verse reafirmado y 

profundizado por los derechos humanos que, desde 1994 adquieren jerarquía 

constitucional. Asimismo, destacamos el concepto de Leguizamón León (2010) expresa 

que la libertad sindical es uno de los pilares relevantes en la defensa de los derechos de 

los trabajares y encuentra su consagración en la Constitución Nacional y en los Convenios 

de la Organización Internación del Trabajo (en adelante OIT). Siguiendo el presente 

argumento Recupero (2021), sostiene que la cuestión debatida de las asociaciones 

sindicales con personería gremial tiene reconocimiento para convocar a elecciones para 

elegir delegados, y los requisitos se encuentran consagrados en el artículo 41 de la ley 

23.551 de asociaciones sindicales. 

 

IV. b. Postura del autor 

Considero que la decisión arribada en el fallo ha sido correcta. Si bien, la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación contempla la suma de dos criterios de protección de 

activistas sindicales: 1° la aplicación de la ley antidiscriminatoria, y 2° la inversión de la 

carga probatoria en este tipo de despidos. No reafirmó el criterio sentado en el caso 

Álvarez c/ Cencosud, en el cual estableció que la aplicación de la ley antidiscriminatoria 

implica que la reparación sea la reinstalación del trabajador, y no una indemnización 
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económica. En el fallo en análisis el Máximo Tribunal se aparta hasta de sus propios 

precedentes cuando no reafirma lo sentenciado en el caso “Álvarez c/ Cencosud”.  

Es de destacar, que el fallo en análisis tiende a salvaguardar los derechos de 

agremiación y de defensa de derechos colectivos. Protección que, en opinión de la Corte, 

se debe aplicar aún en trabajadores que no detentan tutelas sindicales específicas. 

Concuerdo con el Dr. Rosatti quien realizó un tratamiento más detallado y agudo 

sobre el tema discriminación en despido.  Destaca que el debate de autos se relaciona 

directamente con tres libertades esenciales del estado constitucional vigente en la 

República: de reunión, de expresión y de asociación cuya limitación afecta a una cuarta, 

la libertad sindical. Afirma que los nombrados son todos derechos que, junto con la 

libertad de opinión, resultan inseparables.  Finalmente, en mi opinión en el fallo bajo 

análisis la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha reafirmado la existencia del 

principio de progresividad, plasmado en nuestra Constitución Nacional, nos obliga a 

todos, en lo que a derechos humanos respecta, a avanzar y nunca retroceder. 

 

V. Conclusión 

Para cerrar la presente nota a fallo pondremos de resalto los puntos centrales del 

fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, caratulada “Varela, José Gilberto c/ 

Disco S.A. s/ amparo sindical”, de fecha 4 de septiembre de 2018, donde los magistrados 

del alto cuerpo judicial efectivizaron un nuevo avance en materia de derechos del 

trabajador sindical amparado por la Constitución Nacional. La Corte Suprema comprobó 

la actividad sindical del actor, demostrando la condición de que el trabajador puede ser 

sujeto pasivo de un despido discriminatorio dentro de la relación laboral, como también, 

sostuvo la Corte Suprema que va a ser el empleador quien tendrá la carga probatoria del 

despido no fue por causas discriminatorias. Es un nuevo avance en protección a los 

trabajadores en materia a de despidos discriminatorios, adecuadamente necesaria para 

nuestra actualidad que tanto se ven con más frecuencia esos casos. El fallo bajo análisis 

refleja un nuevo precedente evolutivo en materia laboral para casos análogos a futuro. 

El caso bajo análisis presentó como eje central un problema jurídico de relevancia 

donde la Corte de Justicia de la provincia de Catamarca confirmó la sentencia de la 

Cámara de Apelaciones que había rechazado la demanda de nulidad del despido 

discriminatorio y reinserción al puesto de trabajo del actor, entendiendo que la ley 23.592 

antidiscriminatoria era inaplicable, ya que no se habían probados los presupuestos de 

hecho que ésta requiere, expresando que la calidad de asociado del actor era insuficiente 
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para reclamar la tutela sindical establecida en la ley 23.551. Contra dicha decisión el actor 

interpuso recurso extraordinario federal, el cual fue denegado motivando la presentación 

de queja. El actor alegó que la sentencia del tribunal provincial fue arbitraria y que se 

apartó de las constancias probatorias, resolviendo de forma contraria y en prescindencia 

a lo dispuesto en las leyes 23.551 y 23.592. La Corte Suprema de Justicia de la Nación 

resolvió el problema jurídico al hacer lugar a la queja, declarar formalmente admisible el 

recurso extraordinario y revocar la sentencia apelada. 
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CSJ 528/2011 1 (47-V) /CS 
RECURSO DE HECHO 
Varela, José Gilberto e/ Disco S.A. s/ amparo 
sindical. 

no produjo prueba y tamp6co consideró la postura de las senten- 

cias de primera y segunda instancia según la cual la falta de 

contestación por parte de la empresa 'la perjudicaba. 

En tales condiciones, corresponde descalificar el fa- 

llo recurrido como acto judicial válido .- sin que ello implique 

abrir juicio sobre ~l resultado final del litigio- y resulta in- 

necesario el tratamiento de las restantes cuestiones traídas a 

conocimiento del Tribunal. 

Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal subrogante, se 

hace lugar a la queja, se declara formalmente admisible el re- 

curso extraordinario y se revoca la sentencia apelada. Con cos- 

tas ( art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Na- 

ción). Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por 

quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo 

al presente. Notifíquese y, oportunamente, remítase. 

.~~. 

~ 

~LOS FERNA

NDO 
ROSENKR

ANTl 

/ 

JUA

N 
CARtO

S 
MAQUED

A 

HORACIO ROSATTI 
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la exégesis enunciada en la presente y en el contexto de los 

instrumentos y antecedentes de los que se ha hecho mérito. 

15) Que la conclusión que antecede no importa desco- 

nocerel ejercicio de la libertad de contratación del empleador, 

constitucionalmente reconocida, de la que deriva la posibilidad 

de despedir, pues no se está consagrando en la especie una forma 

absoluta y general de estabilidad sino la prohibición de una 

típica y probada forma de discriminación. 

Por ello, habiendo dictaminado la señora Procuradora Fiscal 

subrogante, se hace lugar parcialmente a la queja y al recurso 

extraordinario interpuestos, y se revoca la sentencia apelada 

con el alcance indicado, con costas ( art. 68 del Código Procesal 

Civil y Comercial de la Nación), de manera que la causa deberá 

ser devuelta a fin de que, por quien corresponda, sea dictado un 

nuevo pronunciamiento con arreglo al presente. Hágase saber, 

acumúlese la queja al principal y, oportunamente, remítase. 
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CSJ 528/2011 1 (47-V) /CS 
RECURSO DE HECHO 
Vare1a, .José Gilberto e/ Disco S.A. s/ 'amparo 
sindical. 

Recurso de queja interpuesto por José Gilberto Varela, ;:lctora, representado 

por la Dra. Eugenia Parra, con el patrocinio letrado de la Dra. Graciela Bea- 

triz Rodríguez. 

Tribunal de origen: Corte de Justicia de la Provincia de Catamarca. 

Tribunales que intervinieron con anterioridad: Cámara de Apelación en lo Ci- 
vil, Comercial, de Minas y del Trabajo de Segunda Nominación de la Provincia 
de Catamarca y Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de Primera Nominación 
de la Provincia de Catamarca. 
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Para acceder al dictamen de la Procuración General de la Nación ingrese a:  

http://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumento.html?idAnalisis=747343&interno=1  
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